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iDental. Estafadores sin corazón.
Desde la Institución, hemos solicitado información a las 
administraciones para ayudar a los pacientes afectados.
De entre los temas que durante 2018 han despertado el interés de esta Institución, existe uno que ha 
afectado especialmente nuestra sensibilidad y no es otro que el grave problema originado por el cierre 
de las clínicas iDental, que dejó en una difícil situación a numerosas personas, mayoritariamente en 
situación de precariedad económica, al quedar en suspenso tratamientos ya iniciados, paralizarse 
otros y comprobarse la mala praxis en muchas de las intervenciones realizadas.

No se trata sólo de un problema de consumo, sino que estamos también ante un grave problema de 
salud para muchas personas.

Preocupados por las informaciones que 
alertaban de la gravedad de la situación y 
tras recibir las primeras quejas de personas 
afectadas, acordamos iniciar la queja de oficio 
18/3519 con objeto de conocer las actuaciones 
desarrolladas por las Administraciones y 
organismos competentes, así como para 
promover la búsqueda de soluciones. En concreto 
se solicitó informe a la Dirección General 
de Consumo, para conocer las actuaciones 
desarrolladas por este servicio en relación con 
la devolución de los préstamos solicitados por 
los pacientes a diversas entidades para financiar 
los tratamientos prescritos y no ejecutados; a la 
Secretaría General Técnica de la Consejería de 
Salud, para conocer las inspecciones y controles 
realizadas a las clínicas de iDental y el resultado 
de las mismas; y al Consejo Andaluz de Colegios 
Oficiales de Dentistas, para conocer su posición 
en esta asunto y trasladarle la posibilidad de 
ofrecer los servicios de sus colegiados para 
realizar los informes periciales que precisaban 
los pacientes afectados.

En paralelo a la recepción de los informes interesados fuimos conociendo las actuaciones realizadas 
desde distintos organismos judiciales y que han concluido en la instrucción de un proceso penal por 
parte de la Audiencia Nacional, dada la trascendencia del problema al afectar a numerosas personas 
repartidas por todo el territorio nacional. Estas actuaciones judiciales se encuentran en una fase de 
investigación muy avanzada y han dado lugar a la adopción de medidas muy significativas, incluida 
la detención de los principales implicados en esta trama.

Hemos considerado que la actuación judicial no impide que esta Institución despliegue su actuación 
supervisora respecto de las actuaciones desarrolladas por la Administración de consumo para 
garantizar los derechos de los clientes de iDental en relación con las empresas que financiaron unos 
tratamientos que, en muchos casos, no se llevaron a efecto o fueron incompletos o defectuosos.

A tal fin, hemos proseguido con la tramitación de todas 
aquellas quejas que, a título individual, nos han ido 
trasladando diversas personas afectadas por este problema, 
con el objetivo de velar porque desde la Administración 
de consumo se adopten todas las medidas a su alcance 
para conseguir que las entidades prestamistas paralicen 
el cobro de los préstamos en casos de tratamientos no 
efectuados y devuelvan las cantidades cobradas cuando 
dichos tratamientos no se realizaron en su totalidad o se 
efectuaron de forma defectuosa.

Sobre este aspecto, la Audiencia Nacional ha adoptado 
medidas cautelares dirigidas a evitar que las entidades 
prestamistas sigan requiriendo el pago de los préstamos 
a los afectados y prohibiendo la inclusión de los deudores 
de estos préstamos en los archivos de morosos. De 
confirmarse, nos parece una decisión muy acertada y 
oportuna que servirá para, cuando menos, paliar en algo 
el drama que están padeciendo muchas de las personas 
afectadas por esta estafa incalificable.

También hemos proseguido nuestras actuaciones con la 
Consejería de salud para garantizar el derecho de los pacientes a acceder a sus historias clínicas. 
Cuestión que resulta vital para el ejercicio de acciones judiciales y en el ámbito del consumo y, desde 
una perspectiva de salud, para que los pacientes puedan conocer la realidad de los tratamientos 
que les fueron efectuados en las clínicas de iDental y poder así tomar las decisiones necesarias para 
restaurar su salud bucodental.

“iDental dejó en una 
difícil situación a 

numerosas personas, 
mayoritariamente en 

situación de precariedad 
económica, al quedar en 
suspenso tratamientos 

ya iniciados, paralizarse 
otros y comprobarse la 
mala praxis en muchas 
de las intervenciones 

realizadas”.

6766

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/nos-interesamos-por-la-situacion-de-las-personas-afectadas-por-el-cierre-de-las-clinicas-idental
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/nos-interesamos-por-la-situacion-de-las-personas-afectadas-por-el-cierre-de-las-clinicas-idental


·Resumen Informe Anual dPA 2018· ·05 Mejorar las normas·

En opinión de esta Institución, y sin perjuicio de las conclusiones que puedan deducirse de las 
actuaciones judiciales en curso, si algo ha quedado claro con este asunto es la urgente necesidad 
de que las Administraciones establezcan nuevos protocolos de control y seguimiento de los 
establecimientos que ofrecen servicios sanitarios, a fin de garantizar que no incurren en mala praxis, 
ni realizan prácticas indebidas en perjuicio de las personas consumidoras.

Nos preocupan especialmente aquellos ámbitos sanitarios que actualmente no están incluidos dentro 
de la cartera de servicios que oferta el sistema público de salud y son, por tanto, objeto de especial 
interés para aquellas empresas privadas que operan en el sector sanitario y compiten abiertamente 
por ganar cuotas de mercado, utilizando en ocasiones prácticas comerciales especialmente agresivas 
y poco respetuosas de los derechos de sus posibles clientes. Nos referimos en particular al sector 
de la atención bucodental; el sector de la atención oftalmológica; y el sector de las cirugía estética. 
En estos ámbitos creemos que es necesario extremar la vigilancia para salvaguardar los derechos 
de los pacientes y evitar que puedan repetirse situaciones de tanta gravedad como las ocurridas en 
relación a las clínicas de iDental.

En su publicidad, específicamente dirigida a captar clientes entre aquellos colectivos que por su 
precariedad económica no pueden acceder a los servicios que ofrecen otros profesionales de la 
odontología, se anunciaban como “dentistas con corazón”, la realidad nos ha demostrado que no 
eran sino unos “estafadores sin corazón”.

Carta transporte colectivo.
Impulsamos la redacción de la carta de derechos de las personas 
usuarias de transportes colectivos de viajeros.
Los transportes públicos colectivos son un medio imprescindible para facilitar la movilidad de las 
personas en sus desplazamientos urbanos e interurbanos: son unas infraestructuras determinantes 
para el desarrollo económico de los territorios, al mismo tiempo que prestan un servicio esencial 
a la ciudadanía al facilitar sus desplazamientos por motivos familiares, sociales, económicos, etc.

Esta consideración como servicio de interés general para la ciudadanía exige, por parte de los 
poderes públicos, que se afronte el compromiso de garantizar unos servicios que respondan a las 
actuales demandas y estándares de calidad, seguridad, accesibilidad, eficiencia y eficacia.

La protección de los derechos de las personas en relación con los transportes colectivos no cuenta 
con un texto normativo que permita la fácil identificación de los derechos de las personas usuarias. 
Esto con independencia de que sí existan algunas guías que recogen algunos de estos derechos, 

aunque en la mayoría de los casos no de una manera sistemática y sin que mencionen las normas 
que habilitan su protección.

De hecho, la identificación de las normas protectoras de las personas usuarias hay que hacerla, caso 
por caso, acudiendo a la legislación de protección de los derechos del consumidor y a la legislación 
de transportes, pero realizando habitualmente una labor interpretativa que dificulta la concreción de 
las garantías inherentes al reconocimiento de los derechos en este ámbito.

A diferencia de ello, en lo que concierne a los “servicios de transporte público de viajeros y viajeras en 
automóviles de turismo”, el Decreto 35/2012, de 21 de febrero, por el que se aprueba el Reglamento 
de los Servicios de Transporte Público de Viajeros y Viajeras en Automóviles de Turismo (BOJA 
núm. 49, de 12-Marzo-2012), sí contempla «Sin perjuicio de los derechos reconocidos con carácter 
general por la normativa vigente», los derechos de las personas usuarias del servicio de taxi (art. 55).

Sin embargo, en relación con los transportes colectivos, no contamos, salvo lo dispuesto en algunas 
ordenanzas, con una legislación normativa que contemple específicamente estos derechos.

La Ley 16/1987, de 30 de Julio, de Ordenación de los Transportes Terrestres (BOE núm. 182, de 
31-Julio-1987), preveía, en su art. 40, la aprobación de un catálogo de los derechos y deberes de 
los usuarios, sin que tal previsión se haya llevado 
a efecto.

Por su parte, la Disposición Adicional Séptima 
de la Ley 2/2003, de 12 de Mayo, de Ordenación 
de los Transportes Urbanos y Metropolitanos 
de Viajeros de Andalucía (BOJA núm. 99, de 27-
Mayo-2003), prevé también la elaboración de una 
“carta de derechos y obligaciones de usuarios del 
transporte público de viajeros”, sin que, tampoco, 
esta previsión se haya llevado a cabo.

La mencionada ley andaluza establece, en su 
art. 3, la finalidad y los principios de la actuación 
pública en este ámbito, debiendo promover 
las Administraciones Públicas la adecuada 
satisfacción de las necesidades de transportes 
de los ciudadanos en Andalucía «en condiciones 
idóneas de equidad social, solidaridad territorial, 
seguridad y accesibilidad de las personas con 
movilidad reducida».
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